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Resumen 
Los regímenes de transición de las leyes, son establecidos para proteger al conjunto de 
personas que eran reguladas por la ley derogada, estableciendo en la nueva legislación los 
presupuestos a cumplir por aquellos próximos a adquirir un derecho con las expectativas y 
beneficios de la antigua ley, en el entendido que con el cambio legislativo ese derecho próximo 
a adquirirse no sea menoscabado; bajo este presupuesto el régimen de transición pensional en 
Colombia, objeto de estudio, se creó con el artículo 36 de la ley 100 de 1993 para proteger los 
derechos adquiridos y las expectativas legítimas de los afiliados respecto al derecho a 
pensionarse con las reglas o normas vigentes antes del 1 de abril de 1994, fecha en que entro en 
vigencia la Ley 100 de 1993, por lo que en el presente artículo se analiza si en dicha norma se 
incluyó o no el Indicé Básico de Liquidación – IBL, dentro de la protección de los derechos de 
los futuros pensionados del sector público que cumplan los presupuestos establecidos en el 
mencionado artículo 36.  
Palabras Clave 
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The IBL in the Transitional Regime of Law 100 of 1993, for Public Servants Without 
Special Pension Regime in Colombia 
Abstract 
The transition regimes of the laws are established to protect all the people that were regulated 
by the repealed law, establishing in the new legislation the budgets to be fulfilled by those next 
to acquire a right with the expectations and benefits of the old law, in the understanding that 
with the legislative change that right next to be acquired is not impaired; Under this budget, the 
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pension transition regime in Colombia was created with Article 36 of Law 100 of 1993 to 
protect the acquired rights and the legitimate expectations of members regarding the right to 
pension with the rules or regulations in force before April 1. of 1994, the date on which Law 
100 of 1993 came into force, for which reason in this article it is analyzed whether or not the 
Basic Liquidation Indice - IBL was included in said norm, within the protection of the rights of 
future pensioners of the public sector who meet the budgets established in the mentioned article 
36. 
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Introducción 
La prestación económica que reciben mensualmente los trabajadores, dependientes o 
independientes, al momento de su retiro laboral con base en los aportes que hicieron a un fondo 
de Pensión Obligatoria durante su vida laboral, conocida como pensión de vejes, es un tema que 
hace parte de un sistema global que se denomina seguridad social, lo que guarda concordancia 
con la Declaración sobre el derecho al desarrollo que sostiene que la ―persona humana‖ es el 
sujeto central del proceso del desarrollo de los pueblos y su principal beneficiario y que los 
Estados tienen el deber de crear condiciones favorables para que este sea posible, (Ostau, et al, 
2018. Pág. 30).  
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Por su origen y fundamento, el instituto pensional es inseparable del concepto de seguridad 
social, aunque el concepto de seguridad social involucra tantas definiciones como criterios sobre 
los cuales se quiera poner el énfasis, (Valero, 2016).  
De acuerdo con Arenas (2011), la  seguridad  social  es  un  instrumento  que  satisface  las 
necesidades  humanas  y  surge  de  la  capacidad  de  previsión del individuo y de la solidaridad 
como valor colectivo; emerge en la concepción del Estado de Bienestar y se constituye como un 
elemento irrenunciable, al que todo sujeto tiene derecho, (pág. 3). 
Por su parte Rafael Rodríguez indica que la Seguridad Social es la parte de la política social 
que comprende el conjunto de disposiciones legales, políticas e instituciones que propenden por 
la prevención, reparación y rehabilitación de los riesgos o contingencias que pueden afectar a las 
personas durante y después de su vida laboral y/o a sus familias (Rodríguez, 2015).  
Así las cosas, la seguridad social se puede definir desde dos puntos de vista, uno político y 
otro jurídico, desde el punto de vista político es un fin, una misión  fundamental  del Estado,  
que  afecta  a  toda  la  sociedad,  ese  fin  es  la liberación de necesidades sociales, que implica 
la provisión de bienes materiales, morales  y  espirituales  encaminados  a  obtener  el  bien  
común  y del punto  de  vista  jurídico,  se  refiere a  los  instrumentos  o  medios  para  
conseguir la finalidad política, teniendo en cuenta la realidad de cada país en cada época, 
(Almanza, 1991). 
La Seguridad Social en Colombia y en el mundo se remonta a doctrinas políticas y sociales, 
tanto del Estado de Derecho como de la Iglesia Católica; es sólo a mediados del siglo XX 
cuando la Seguridad Social adquiere un cuerpo normativo universal, fue en Europa y más 
concretamente en Alemania donde se originó la política de la Seguridad Social para mejorar las 
condiciones sociales y económicas de los trabajadores de las empresas, en Francia se originó la 
política de los Subsidios Familiares, derivación de la Seguridad Social, la cual en Colombia 
adquirió un cuerpo normativo e institucional a mediados del siglo XX (Acevedo, 2010). 
Por su parte, Colombia emprendió en 1993 una ambiciosa reforma de su sistema de seguridad 
social en pensiones, salud y protección contra riesgos profesionales. Entre las razones para ello 
y dentro de los objetivos de dicha reforma, se contemplaron las limitaciones de cobertura de los 
sistemas anteriores de seguridad social y de salud pública (Ayala & Acosta. 2002). 
El sistema en Colombia de seguridad social en pensión al que se hace referencia en cuanto a 
su régimen de transición, en el presente artículo, nace con la expedición de la Ley 100 de 1993, 
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la cual entro en vigencia a partir del 1 de abril de 1994, en la que se estableció el régimen de 
transición en su artículo 36,  como un derecho cierto y no como una simple expectativa 
modificable por el Legislador, derecho que implica para las personas la habilitación del 
ordenamiento que cobijaba su derecho pensional antes del cambio legislativo, en aras de la 
consolidación y reconocimiento del mismo bajo las reglas allí contenidas en cuanto a la 
totalidad de elementos que lo componen, es decir, respecto de la edad, el tiempo de servicios, las 
cotizaciones, el porcentaje y monto pensional, entre otros (Márquez & Rico, 2017). 
Lo anterior da origen al objetivo principal del presente trabajo, el cual se inclina a responder 
el siguiente interrogante jurídico: ¿El Indicé Básico de Liquidación – IBL, es un aspecto 
sometido a la transición de la Ley 100 de 1993,  para los servidores públicos sin un régimen 
pensional especial?, en el entendido que este régimen es aplicable a las pensiones de vejez y 
jubilación de todos los trabajadores vinculados con empleadores o empresas del sector privado 
que tiene a su cargo el reconocimiento y pago de pensiones, de servidores públicos con 
vinculación contractual, legal o reglamentaria, de los trabajadores independientes y de los 
empleados oficiales obligatorios o facultativos del I.S.S. (Calderón, 2014); pero no fue tácita en 
señalar si el Indicé Básico de Liquidación – IBL era un aspecto sometido a la transición 
teniendo en cuenta que los beneficios que contempla este régimen tienen que ver con respetar 
las condiciones de edad, tiempo y monto señalados en las disposiciones legales vigentes antes 
de la ley 100 de 1993, las cuales en su mayoría resultan más favorables para los trabajadores,  lo 
que genera inseguridad jurídica frente al vacío creado por la norma al momento de hacer 
exigible por los servidores públicos este derecho pensional en los estrados judiciales. 
 Así las cosas, y para resolver la pregunta planteada se analizan las sentencias de unificación 
de criterios, desarrolladas por las altas Cortes, en las que se interpreta el alcance del artículo 36 
de la ley 100 de 1993, con el fin de comparar sus posturas y poder concluir el direccionamiento 
e influencia que estas tienen a la luz del ordenamiento jurídico en cuanto a su aplicación en el 
mundo jurídico practico, lo cual permitirá discernir de forma más clara si aquel vacío normativo 
es complementado por la jurisprudencia para evitar errores en la aplicación de la norma, sin que 
se cree desigualdad jurídica en la interpretación de la misma, ni generar incertidumbre en 
aquellos servidores públicos que pretenden el reconocimiento de sus derechos pensiónales frente 
a la línea que se debe seguir, especialmente en los trabajadores oficiales que no tenían un 
régimen pensional especial al momento de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, pero que si 
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habían cumplido con ciertos requisitos que los hacían beneficiarios del régimen pensional 
anterior al cual pertenecían, es decir con la Ley 33 de 1985, la cual puede ser más favorable a la 
hora de reclamar sus derechos pensionales. 
 
1. El IBL en el Régimen de Transición de la Ley 100 de 1993, para los Servidores 
Públicos que no tenían un Régimen Pensional Especial en Colombia. 
1.1. ¿Qué se entiende por IBL? 
De acuerdo con lo preceptuado en la Ley 100 de 1993, en su artículo 21, se entiende por 
Índice Básico de Liquidación o IBL el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha 
cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en 
todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las pensiones de invalidez o sobrevivencia, 
actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según 
certificación que expida el DANE, (Congreso de la República de Colombia Ley 100 de 1993, 
art.21). 
Así las cosas, se debe entender el IBL como el promedio de los salarios o rentas sobre los 
cuales ha cotizado el afiliado durante los años anteriores al reconocimiento de la pensión, el cual 
debe ser actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, lo 
anterior teniendo en cuenta que para la Corte Suprema de Justicia y la  Corte Constitucional el 
valor de la pensión para los servidores públicos que no disfrutaban de un régimen especial, 
amparados por el régimen de transición se calcula con base en los salarios sobre los cuales 
cotizó el afiliado durante los últimos 10 años, de conformidad con lo estatuido por la Ley 100 de 
1993, mientras que  para el Consejo de Estado se calcula sobre el promedio mensual del último 
año, de conformidad con lo reglado en la ley 33 de 1985. (Riobó, 2017). 
 
1.2. ¿Qué se entiende por régimen de transición?  
Para definir lo que se entiende por régimen de transición, comenzaré por definir este 
concepto por separado a saber: que nos indica el diccionario de la real academia sobre la palabra 
régimen y la palabra transición; según este diccionario régimen proviene del latín regĭmen y 
significa, conjunto de normas por las que se rige una institución, una entidad o una actividad, 
(Real Academia Española, 2014);  por su parte, transición proviene del latín transitio, -ōnis. Y 
significa 1. Acción y efecto de pasar de un modo de ser o estar a otro distinto, 2. Paso más o 
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menos rápido de una prueba, idea o materia a otra, en discursos o escritos, 3. Cambio repentino 
de tono y expresión (Real Academia Española, 2014).  
Los regímenes de transición, son la protección legal establecida en la nueva ley y dirigida a 
aquellas persona que están próxima a  adquirir  un  derecho, con el fin de respetar dichos 
derechos cuyo presupuestos cambian en la nueva  legislación,  respetando así la expectativa 
legitima creada por el régimen que los regula antes de la expedición de la nueva ley, frente a lo 
cual de cara al cambio normativo le da a los regulados la potestad de optar por las exigencias de 
la norma anterior, (León, 2011). 
En este entendido, tenemos que el régimen de transición es un beneficio  para  los  
trabajadores  antiguos  que,  para  la  fecha  de  la entrada en vigencia de la ley  nueva,  no  han  
accedido  aún  al  derecho  de  que  se  trata.  Consiste  en  aplicar  la legislación anterior,  lo  
que  de  suyo  es  algo  excepcional,  y  por  lo  mismo,  de  rigurosa  aplicación restringida 
(Grisales, 2014); según lo manifiesta Jácome S.  (2015) el régimen de transición en materia 
pensional en nuestro país, se comprende como el contenido de disposiciones normativas dentro 
de una ley nueva, que al elevar las condiciones de acceso para pensionarse de las personas que 
estaban próximas a recibir dicho beneficio con las mejores condiciones que les ofrecía la ley 
anterior, continua protegiendo esas situaciones particulares, que permiten se les sigan aplicando 
las leyes antiguas que eran más beneficiosas, a pesar de estar derogadas.  
 
2. Régimen de transición de la Ley 100 de 1993.  
Con la expedición de la Ley 100 de 1993 la cual entró en vigencia a partir  del 1 de abril de 
1994, se regulo lo concerniente al Sistema de Seguridad Social en Colombia abordando  
igualmente  el  sistema  pensional, entre cuyos objetivos está la ampliación en la cobertura, la 
adecuación de la edad de retiro a las  condiciones  demográficas  y  esperanza  de  vida  en  el  
país,  el  equilibrio  entre  las contribuciones  y  los  beneficios,  reducir  los  costos  en  la  
administración  del  sistema  y  los rendimientos a los aportes (Bonilla, 2001), sin embargo con 
el fin de no vulnerar los derechos de aquellos que estaban próximos a pensionarse, en su artículo 
36 señalo: 
―ARTICULO.  36.- Reglamentado por el Decreto Nacional 2527 de 2000. Régimen de 
transición. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) 
años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha en la cual la 
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edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los 
hombres. 
La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas 
cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en 
vigencia el sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta 
(40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, 
será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás 
condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se 
regirán por las disposiciones contenidas en la presente ley. 
El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 
anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de 
lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo 
si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios 
al consumidor, según certificación que expida el DANE. Sin embargo, cuando el tiempo que 
les hiciere falta fuese igual o inferior a dos (2) años a la entrada en vigencia de la presente 
ley, el ingreso base para liquidar la pensión será el promedio de lo devengado en los dos (2) 
últimos años, para los trabajadores del sector privado y de un (1) año para los servidores 
públicos. El texto subrayado fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-168 de 1995.‖ (Congreso de la República de Colombia Ley 100 de 
1993, art.36). 
En virtud de lo anterior, aquellas personas que se encontraban próximas a cumplir los 
requisitos para pensionarse, la ley protegió sus expectativas legítimas, y en tal forma señaló que 
dichas personas conservaban el derecho a pensionarse con el régimen anterior, siempre y cuando 
a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 su edad fuera de 40 o más años de edad en el 
caso de los hombres y de 35 años o más en tratándose de las mujeres; o tuvieran 15 o más años 
de servicios cotizados. Pero el legislador limitó el tiempo durante el cual se puede hacer uso de 
ese derecho y señaló como tal el año 2014; lo que indica que para poder pensionarse con el 
régimen de transición la mencionada ley se impuso dos condiciones: a) que a 1º de abril de 1994 
la persona tuviera la edad allí señalada, o 15 años o más de servicios cotizados, y b) que esa 
persona complete los requisitos de edad y volumen de cotizaciones previstos por la ley, antes del 
31 de diciembre de 2014 (Rubio, 2017) 
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De conformidad con lo antes expuesto, si al primero (01) de abril de 1994 el afiliado tenía 40 
o más años de edad o 15 o más años de servicios, quedó amparado por el régimen de transición, 
pero esa sola circunstancia no le basta para pensionarse con dicho régimen, pues debe además 
completar la edad de pensión y el número de semanas requeridas por la misma, antes de que 
finalice el año 2014. Y si al momento de entrar en vigencia la reforma constitucional de 2005, el 
afiliado no tenía 750 semanas cotizadas al sistema, la posibilidad de pensionarse con el régimen 
de transición sólo va hasta julio de 2010 (Mosquera, 2013). 
Finalmente vale la pena anotar que la edad de pensión para los beneficiarios del régimen de 
transición es la consagrada en el régimen pensional anterior a la ley 100 de 1993, así: para los 
trabajadores del sector privado 60 años de edad, para los servidores públicos 55 años. Y para las 
servidoras públicas que al momento de entrar en vigencia la ley 33 de 1985 tenían 15 o más 
años de servicios: 50 años. Finalmente, quienes antes de la ley 100 habían cotizado como 
servidores públicos y como trabajadores privados pueden acumular tiempos y pensionarse con la 
ley 71 de 1988 (pensión por aportes) con 20 años de servicios (Dueñas, 2017). 
Por consiguiente, podemos indicar que el régimen de transición es un régimen de protección 
al afiliado por el cambio normativo del sistema de pensiones en este caso Colombiano originado 
con la ley 100. La protección se da para aquellas personas que han consolidado un derecho en la 
etapa de cotización de su pensión, no obstante que el mismo no haya sido declarado; para ello, 
el legislador establece los criterios o requisitos que debe cumplir. En este caso, el afiliado será 
beneficiario del mencionado régimen si: 
El Régimen de Transición de la Ley 100 de 1993 se consagró en  favor de quienes al 1º de 
abril de 1994 cumplan con alguno de los siguientes requisitos: 
Edad    :    Mujeres             35 o más años. 
                  Hombres           40 o más años. 
Tiempo de Servicio:            15 o más años de servicios cotizados. 
Según la Asociación Colombiana de Administradoras de Fondos de Pensiones y de Cesantía, 
(Asofondos, 2017),  gracias al Régimen de Transición, las personas que cumplan con los 
requisitos legales pueden pensionarse conforme al régimen anterior al que se encontraban 
afiliados antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993.  
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Es importante resaltar que la aplicación del Régimen de Transición expiró en 2010, salvo 
para aquellas personas que al 22 de julio de 2005 tuvieran 750 semanas cotizadas. Para ellas, se  
conservaron las condiciones de transición hasta el año 2014 (Asofondos, 2017). 
En este entendido, tenemos que de acuerdo con el análisis realizado por Asofondos (2017), 
para que una persona pueda beneficiarse del Régimen de Transición, debe: 
a. pertenecer a dicho régimen 
b. tener 35 años, si es mujer, o si es hombre, 40 años antes del 1º de Abril de 1994; 
c. tener más de 750 de servicio antes de julio de 2005.  
En cuanto al monto de la pensión en transición será el que se establecía en el respectivo 
régimen pensional, cuya cuantía en ningún caso podrá ser inferior al salario mínimo legal 
mensual, ni exceder de quince (15) veces dicho salario, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993 (Torres, 2002). 
 
3. Consideraciones y postura de la Corte Constitucional frente al IBL en la Ley de 
transición de la Ley 100 de 1993.  
La expedición de la Ley 100 de 1993 hace parte de lo que se conoce como ―reforma 
refundación‖, es decir, una modificación sustancial al sistema pensional que venía operando; a 
partir de la promulgación de esta Ley se estableció en Colombia un curioso sistema paralelo, en 
el cual la persona puede escoger entre un régimen público o de prima media con prestación 
definida (la mesada pensional esta en relación con el salario) y un régimen privado de ahorro 
individual (la mesada o tasa de remplazo depende del ahorro del cotizante); esta situación y los 
atropellos que se han cometido contra los pensionados han dado lugar a miles de acciones de 
tutela y a una jurisprudencia garantista de la Corte Constitucional, sin contar las numerosas 
acciones de inconstitucionalidad interpuestas no solo en contra de la ley 100 de 1993 sino sobre 
las normas que posteriormente la han modificado (Cortes et al, 2009). 
Así las cosas, La Corte Constitucional a partir de la sentencia C-258 de fecha siete (7) de 
mayo de dos mil trece (2013), Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, realizó 
algunas consideraciones generales, y por ende, fijó una interpretación en abstracto del artículo 
36 de la ley 100 de 1993, en el sentido de establecer que el IBL no es un aspecto de la transición 
y, por lo tanto, son las reglas contenidas en el régimen general, las que deben observarse para 
determinar el monto pensional con independencia del régimen especial al que se pertenezca 
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(corte Constitucional, C-258,2013); esta regla se hizo extensiva en la providencia de unificación 
SU 230 del veintinueve (29) de abril de dos mil quince (2015), Magistrado ponente Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub, en lo que indica que el Ingreso Base de Liquidación no era un aspecto 
sujeto a transición, por lo que existe sujeción sobre ese asunto a lo establecido en el artículo 36 
de la ley 100 de 1993. En ese sentido, dice la Corte, que quienes son beneficiarios del régimen 
de transición previsto en el mencionado artículo se les calculará el IBL con base en lo dispuesto 
por la Ley 100 de 1993, esto es, con el promedio de los factores salariales devengados durante 
los últimos 10 años de servicio. (Corte Constitucional, SU-230,2015) 
Consiguientemente, a través de la sentencia de unificación SU 427 de fecha  once (11) de 
agosto de dos mil dieciséis (2016). Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez la 
Corte indica que el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 consagra un régimen de transición con el 
fin de salvaguardar las expectativas legítimas que pudieran verse afectadas con la creación del 
sistema general de seguridad social. Dicho beneficio consiste en la aplicación ultractiva de los 
regímenes a los que se encontraba afiliado el peticionario, pero solo en lo relacionado con los 
requisitos de edad, tiempo de servicios o cotizaciones y tasa de reemplazo, excluyendo el 
ingreso base de liquidación. Lo anterior, evita que se reconozcan pensiones con abuso del 
derecho, en especial, con fundamento en vinculaciones precarias derivadas de encargos que 
buscan distorsionar la relación entre el monto de cotización y el monto de la pensión (Corte 
Constitucional, SU-427,16). 
 
4. Consideraciones y postura del Consejo de Estado frente al IBL en la Ley de 
transición de la Ley 100 de 1993.  
Al respecto, vale la pena traer a colación los argumentos que, de manera reiterada, ha 
expuesto el Consejo de Estado frente al tema:  
―Ahora bien, según la norma transcrita, el actor tiene derecho a jubilarse con 55 años de 
edad, con 20 años de servicio y con el monto de la pensión, establecidos en el régimen 
anterior a la vigencia de la ley 100‖. (Consejo de Estado, exp..: 470, 1999).  
En este entendido la alta Corte trae a colación una definición contenida en el Diccionario de 
la Lengua Española, para profundizar en el vocablo monto e indica que este se debe entender 
como la  suma de varias partidas, a renglón seguido indica que: 
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 ―Advierte la Sala, conforme a la acepción de la palabra ‗monto‘ que cuando la ley la 
empleó no fue para que fuera el tanto por ciento de una cantidad, como decir el 75% de 
alguna cifra, pues el porcentaje de la cuantía de una pensión, es solo un número abstracto, 
que no se aproxima siquiera a la idea que sugiere la palabra monto, de ser el resultado de la 
suma de varias partidas, sino la liquidación aritmética del derecho, que precisamente se 
realiza con la suma del respectivo promedio de los factores que deben tenerse en cuenta y 
que debe hacerse, según el referido artículo 36, con apoyo en las normas anteriores a la ley 
100‖ (Consejo de Estado, exp.: 470, 1999). 
De acuerdo con lo anterior, el Consejo de Estado, considero que cuando en la norma 
transicional contenida en la Ley 100 de 1993 se incluyó la palabra monto, esta incluía todos los 
factores salariales percibidos por el trabajador al momento de aplicar la tasa de remplazo, en 
consecuencia el IBL asia parte de la transición . 
En este mismo sentido, la Sala en sentencia de veintiuno (21) de junio de dos mil siete 
(2007), expediente 0950 de 2006, Consejera Ponente: Ana Margarita Olaya Forero, manifestó: 
―El artículo 1º de la Ley 33 de 1985 hizo dos remisiones hacia las normas del pasado, o 
dos transiciones: la primera y obvia, contenida en el parágrafo tercero, en el sentido de que 
quienes ya tuvieren el status pensional, debían pensionarse según las normas anteriores que 
les fueran aplicables y, segunda, la contenida en el parágrafo segundo, referida a aquellos que 
al entrar en vigencia la citada ley tuvieren 15 años de servicio, a quienes se les aplicaría el 
régimen anterior correspondiente —solamente en cuanto al requisito de edad para adquirir el 
status pensional—. 
De lo anterior deviene, necesariamente como se dijo, que respecto del monto, al actor lo 
cobijaba el citado primer inciso del artículo 1º de la Ley 33 de 1985. 
Resulta inocuo considerar en el caso que el actor haya cumplido el status pensional en 
vigencia de la Ley 100 de 1993, pues, por la transición que contempla el artículo 36 de dicha 
Ley 100, la Ley 33 de 1985 mantenía su vigencia en materia del monto y de los factores 
sobre los cuales debía reconocerse y liquidarse la pensión de jubilación‖. (Consejo de Estado, 
exp. 0950, 2006). 
El artículo 1º del Decreto 1158 de 1994, que modificó el artículo 6º del Decreto 691 del 
mismo año, enuncia los factores que se consideran salario para los fines de la cotización, es 
decir, el salario base para calcular las cotizaciones que mensualmente deben efectuar los 
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servidores públicos al sistema de seguridad social en pensiones, o sea, el ingreso base de 
cotización (IBC). A diferencia del ingreso base de liquidación (IBL), que se conforma con el 
promedio de lo devengado en la forma prevista en las normas anteriores al  1º de abril de 1994 
que resulten aplicables al beneficiario del régimen de transición, (Consejo de Estado, exp. 0950, 
2006). 
De este modo, el Consejo de Estado reafirmo que el ingreso base de cotización estaba 
sometido a la transición y por lo tanto se debía aplicar lo contenido en la ley anterior para 
liquidar la pensión. 
Esta posición llevo al Consejo de Estado a proferir sentencia con criterio de unificación el 
veinticinco (25) de febrero de dos mil dieciséis (2016), con el Expediente No. 
25000234200020130154101, Consejero ponente Dr. Gerardo Arenas Monsalve, en la que se 
precisó que: el régimen de transición no hace excepción respecto de los factores base de 
liquidación de la pensión ni de la forma de liquidar la misma, toda vez que como lo dispone el 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el monto de la pensión para sus beneficiarios es el 
establecido en las normas anteriores a su entrada en vigencia, entendiendo por monto no sólo el 
porcentaje de la pensión, sino la base de dicho porcentaje, conforme lo tiene definido la 
jurisprudencia de esta sección es decir en el caso de los servidores públicos amparados 
inicialmente por la Ley 33 de 1985 será esta la que establezca el IBL a tener en cuenta para 
reconocer el derecho pensional el cual sería el promedio de su sueldo del último año, y no con el 
de los últimos 10 años .  
 
5. ¿Cuál de las tesis sostenidas por las altas cortes es la que debemos seguir como 
profesionales del derecho frente a la realidad jurídica en nuestro país? 
Ostau de Lafont (2017) afirma que ―la misión del juez no puede limitarse a la simple 
operación mecánica de aplicar la ley a casos concretos y a producir fallos que se ajustan con 
mayor o menor exactitud al esquema teórico del silogismo, sino que su función verdaderamente 
trascendental es la de interpretar la ley, porque es mediante ella que puede manifestar su 
capacidad creadora en toda magnitud‖ (pág. 80). 
En Colombia existen dos clases de precedentes judiciales: el que elabora la Corte 
Constitucional y el que elaboran los demás tribunales y juzgados del país. El primero existe 
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desde la sentencia C-104 de 1993; el segundo, desde la sentencia C-836 de 2001. (Contreras, 
2011). 
De acuerdo con el Boletín del Consejo de Estado número 181 del cuatro (04) de marzo de 
dos mil dieciséis (2016), La  Sección Quinta de dicha corporación, decidió que frente a  criterios 
divergentes entre la Corte Constitucional y otra Alta Corporación prevalecen los del Tribunal 
Constitucional. En ese sentido, acogió la postura de la Corte Constitucional en la sentencia SU-
230 de 2015, en relación con el IBL de las pensiones de los beneficiarios del régimen de 
transición. Para la Corte, el régimen de transición aplica en lo atinente a edad, tiempo de 
servicio, y número de semanas cotizadas, pero no en relación con el IBL, pues este último no  es 
un aspecto de la transición, razón por la cual, debe ser fijado de conformidad con el inciso 
tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. (Boletín C.E. 2016) 
Con lo anterior, es conveniente revisar la Sentencia del veinticinco (25) de febrero de dos mil 
dieciséis (2016), EXP. 11001-03-15-000-2016-00103-00(AC), M.P. ALBERTO YEPES 
BARREIRO 
Síntesis del caso:  
Se accedió a las pretensiones del actor, a quien se le vulneró  su  derecho  fundamental  al  
debido  proceso  dentro  de  un proceso  de  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho,  en  el  
que  se ordenó la reliquidación de una pensión de jubilación desconociendo el precedente 
constitucional en la materia. 
Extracto: 
―El juez constitucional como intérprete autorizado de la Constitución al desentrañar el 
sentido o contenido de una norma constitucional o al aplicarla directamente a un caso concreto 
genera lo que se denomina doctrina constitucional la que, por su naturaleza, tiene un carácter 
vinculante en razón del carácter normativo de la Constitución, pues en aquella se  interpreta la 
norma fundamental, interpretación que debe ser acatada por los jueces, porque de no hacerlo, se 
desconocería la norma fundamental misma...  
Lo anterior significa que cuando la Corte Constitucional, en ejercicio de sus competencias, 
fija el alcance de una norma a partir de los presupuestos constitucionales o la aplica de un 
determinado modo a un caso concreto, no está generando jurisprudencia, está fijando doctrina  
constitucional que, por envolver la interpretación de la Constitución, tiene un carácter vinculante 
y obligatorio para todos los jueces de la República, sin distingo alguno...  
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 Interpretación auténtica que los jueces, sin distingo de jerarquía, no pueden desconocer, bajo 
el argumento de la primacía de los principios de  autonomía e independencia que caracterizan la 
función judicial, pues estarían no solo desconociendo la Constitución, en especial, los 
postulados de igualdad, seguridad jurídica y confianza  legítima en las instituciones sino 
usurpando la competencia que la Carta le otorgó expresamente al Tribunal Constitucional...  
En otros términos, el precedente de las llamadas Altas Cortes es  obligatorio y  vinculante, 
tanto para estos como para los jueces de inferior jerarquía y los demás órganos del Estado, 
quienes conociéndolo están obligados a su aplicación... la Sección debe indicar que cambia  así 
su  postura sobre  la materia  y  entiende  que  frente a criterios o posturas divergentes entre  la 
Corte Constitucional y otra Alta Corporación, han de prevalecer los del Tribunal Constitucional, 
contenidos únicamente en sentencias de constitucionalidad y de unificación en tutela, siempre 
que la ratio decidendi se aplique al caso concreto y, por tanto, su desconocimiento configura el 
defecto de violación del precedente...  
La regla que fijó la Corte Constitucional en la sentencia C-258 de 2013 y que hizo  extensiva 
en la SU-230 de 2015 consiste en que el ingreso base de liquidación no era un aspecto sujeto a 
transición y, por tanto, existe sujeción sobre esta materia a lo dispuesto en el artículo 36 de la 
ley 100 de 1993.  
En consecuencia, a quienes son beneficiarios del régimen de transición establecido en la 
mencionada ley se les calculará el IBL con base en lo dispuesto por la Ley 100 de 1993, esto es, 
con el promedio de los factores salariales devengados durante los últimos 10 años de servicio. 
Por su parte, el actor se encuentra inmerso en el régimen de transición pensional, aspecto que no 
fue objeto de debate, y que como consecuencia exige que el cálculo de su pensión se realice con 
el promedio de los factores salariales devengados durante los últimos 10 años de servicio de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 100  de 1993...   
El Tribunal Administrativo de Antioquia concluyó que en el ingreso base de liquidación 
deben incluirse todos los conceptos de remuneración que puedan calificarse como factores 
salariales de ley, devengados por el señor P.M.S.C. en el último año de servicio anterior a la 
adquisición del status de pensionado. En ese orden, al calcular el IBL con base en el promedio 
del último año de servicio, se desconoció el precedente aplicable al caso, de conformidad con la 
regla establecida en la providencia de constitucionalidad referida, y en consecuencia se 
configuró el defecto sustantivo alegado... como la Sala lo ha  planteado, concurren en el sub 
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examine los presupuestos exigidos para conceder el amparo constitucional, toda vez que la 
providencia enjuiciada desconoce el precedente de la Corte Constitucional, por lo que se 
accederá a las pretensiones de la tutela, de acuerdo con los argumentos  y fundamentos 
expuestos en esta sentencia‖. (Consejo de Estado, Rad.103, 2016). 
Conclusiones 
La Corte Constitucional en diferentes fallos, en especial la sentencia SU-230 del veintinueve 
(29) de abril de dos mil quince (2015) indica que en la aplicación del ingreso base de 
liquidación en materia pensional. El modo de promediar la base de liquidación no puede ser la 
estipulada en la legislación anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende los 
conceptos de edad, monto y semanas de cotización y excluye el promedio de liquidación. Por 
tanto, el IBL debe ser contemplado en el régimen general para todos los efectos es decir el 
establecido por la Ley 100 de 1993 que indica que se liquidara con los últimos 10 años de 
servicio. 
Por su parte, el Consejo de Estado a través de la  sentencia 2013-01541 del veinticinco (25) 
de febrero de dos mil dieciséis (2016) se apartó de lo indicado por la Corte Constitucional en la 
SU-230 de dos mil quince (2015), manteniendo su postura tradicional, basada en la 
interpretación de la expresión ―monto‖ contenida como criterio general en el artículo 36 de la 
ley 100 de 1993, en la cual el IBL será liquidado dependiendo del último año de servicio. así 
mismo, plantea que los principios de progresividad y no regresividad de los derechos sociales, 
no se predica exclusivamente de los cambios legales, sino también de las variaciones 
jurisprudenciales. 
De acuerdo con el Boletín del Consejo de Estado número 181 del  cuatro (4) de marzo de  
dos mil dieciséis (2016), La  Sección  Quinta  de dicha corporación, decidió  que frente  a  
criterios  divergentes  entre  la  Corte  Constitucional  y otra  Alta  Corporación  prevalecen  los  
del  Tribunal  Constitucional.  Acogiendo así la postura de la Corte Constitucional según lo 
establecido en la sentencia SU-230 de dos mil quince (2015),  en  relación  con  el  IBL  de  las  
pensiones  de  los  beneficiarios  del régimen  de  transición, indicando que este no  es  un  
aspecto  de  la transición,  razón  por  la  cual,  debe  ser  fijado  de  conformidad  con  el  inciso 
tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.  
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Así las cosas, El Indicé Básico de Liquidación – IBL no fue un aspecto sometido al régimen 
de transición creado por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sin embargo los debates continúan 
en los estrados judiciales , y esta postura se mantiene de acuerdo con la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, lo cual se puede entender como un retroceso a la protección de los 
derechos de los pre-pensionados, pasando por encima de postulados jurídicos establecidos como 
derechos y principios constitucionales y legales, como son a la igualdad, la inescindibilidad o 
conglobamiento de la ley, la favorabilidad entre otros. 
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